
 

TESIS AISLADA I/2021 (10a.) 
 
 
MEDIDAS CAUTELARES EN MATERIA MERCANTIL. LA SOLICITUD 
DE FIJAR UNA CONTRAGARANTÍA NO CONLLEVA IMPLÍCITAMENTE 
SU ACEPTACIÓN, NI IMPLICA CONSENTIMIENTO QUE PRODUZCA 
LA PRECLUSIÓN DEL DERECHO PARA IMPUGNAR SU LEGALIDAD.  
 
HECHOS: Dentro de un procedimiento ordinario mercantil el enjuiciado 
solicitó que se fijara una contragarantía para levantar las medidas 
cautelares que fueron otorgadas para asegurar la eventual ejecución de la 
resolución definitiva. Con posterioridad el enjuiciado promovió incidente de 
reclamación de providencias precautorias que fue desestimado por la 
autoridad responsable, al considerar que la solicitud de fijar una 
contragarantía conllevó implícitamente la aceptación de las medidas 
cautelares, lo que produjo la preclusión del derecho a impugnarlas.  
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación establece que la solicitud de fijar una contragarantía para 
obtener el levantamiento de la medida cautelar, no entraña el 
consentimiento de la misma, que impida o excluya que el demandado 
pueda impugnarla con posterioridad.  
 
JUSTIFICACIÓN: En términos de lo previsto en los artículos 1180, 1187, 
1189 y 1193 del Código de Comercio, en su texto anterior al decreto de 
reformas publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de 
2014, así como del artículo 391 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, la contragarantía y la impugnación de las medidas cautelares son 
actos que tienen naturaleza y fines distintos, ya que la primera tiene por 
objeto responder por la restitución de las cosas al estado que guardaban 
con anterioridad al otorgamiento de la medida cautelar, así como 
garantizar los daños y perjuicios que eventualmente se pudieran generar 
por su levantamiento, es decir, con ella el demandado busca impedir en 
forma inmediata que la medida cautelar sea ejecutada o se siga 
ejecutando en su perjuicio, en tanto que la segunda se encuentra 
orientada a revocar, nulificar o modificar las medidas cautelares 
concedidas, de manera que ambas figuras pueden coexistir, por lo que en 
términos de los preceptos indicados, la circunstancia de que una de las 
partes haya solicitado fijar una contragarantía, no conlleva implícitamente 
su aceptación ni implica el consentimiento que produzca la preclusión del 
derecho para impugnar la legalidad de la medida cautelar. 
 
 
Amparo en revisión 25/2020. Germán Larrea Mota Velasco. 19 de agosto 
de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: César de la 
Rosa Zubrán.   
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 



 
 

 
 

 

anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de tres de febrero de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a tres de 
febrero de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA II/2021 (10a.) 
 
 
INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA. PUEDE PREVALECER INCLUSO 
SOBRE LO PRECISADO EN LAS EXPOSICIONES DE MOTIVOS O EN 
LOS DICTÁMENES EMITIDOS POR LOS ÓRGANOS LEGISLATIVOS, 
CUANDO RESULTE COHERENTE CON LA VOLUNTAD OBJETIVA 
QUE SUBYACE A LA NORMA.  
 
HECHOS: En una sentencia emitida en un juicio de amparo indirecto la 
Juez de Distrito, para atribuir el significado de un precepto, acudió a su 
interpretación sistemática con otro artículo del mismo ordenamiento, no 
obstante que en la exposición de motivos que dio origen a dicho precepto 
se hubiese señalado lo contrario. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La interpretación sistemática de las normas que 
consiste en conferirles un significado, en atención al contexto normativo o 
marco legal en que se ubican, puede prevalecer, incluso, sobre el 
entendimiento subjetivo que el legislador les pretendió asignar a través de 
los trabajos preparatorios (exposiciones de motivos, dictámenes, 
opiniones, etcétera), siempre y cuando esa interpretación resulte 
coherente axiológicamente o afín a la voluntad objetiva que subyace a las 
normas. 
 
JUSTIFICACIÓN: Lo anterior es así, porque la interpretación sistemática 
se pondera por encima de dicho entendimiento subjetivo, de modo que 
puede demostrarse racionalmente que la voluntad de la ley resulta diversa 
a la voluntad del legislador en la exposición de motivos o dictámenes que 
hayan dado origen a los preceptos materia de esa interpretación. 
 
 
Amparo en revisión 1068/2019. Aerovías de México, S.A. de C.V. 27 de 
mayo de 2020. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Impedida: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis 
Mauricio Rangel Argüelles.   
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de tres de febrero de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a tres de 
febrero de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA III/2021 (10a.) 
 
 
PREVALIDACIÓN DE PEDIMENTO ADUANAL. DE LA 
INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DEL ARTÍCULO 16-A, EN 
RELACIÓN CON EL 35, AMBOS DE LA LEY ADUANERA, SE OBTIENE 
QUE NO CONCULCA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA, 
PORQUE SE DESPRENDE CON CERTEZA QUE FORMA PARTE DEL 
DESPACHO ADUANERO.  
 
HECHOS: Una empresa reclamó en amparo la inconstitucionalidad del 
artículo 16-A de la Ley Aduanera, (reformado por decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 25 de junio de 2018),  por haberle sido 
aplicado al realizar el pago para la prevalidación de diversos pedimentos 
aduanales y estimar que le causaba perjuicio, ya que de ese precepto se 
desprendía que la prevalidación no formaba parte del despacho aduanero 
y, por consecuencia, acorde con el tercer párrafo del artículo 1o. de la Ley 
Federal de Derechos, el importe que  cubrió a los particulares que le 
prestaron ese servicio de prevalidación, no podía disminuirse de lo que 
pagó por el derecho de trámite para el despacho de sus mercancías. 
 
CRITERIO JURÍDICO: De la interpretación sistemática del artículo 16-A, 
en relación con el 35, ambos de la Ley Aduanera, se obtiene que aquel 
precepto no conculca el principio de seguridad jurídica. 
 
JUSTIFICACIÓN: Lo anterior es así, ya que se advierte con certeza que la 
prevalidación forma parte del despacho aduanero, al resultar un requisito 
necesario para la transmisión del pedimento en el sistema electrónico 
aduanero; ello, no obstante que en la exposición de motivos que dio lugar 
a la aludida reforma se hubiese sostenido lo contrario, en virtud de que la 
interpretación sistemática resulta más acorde a la voluntad objetiva o 
finalidad que deriva de la normatividad en mención. 
 
Amparo en revisión 1068/2019. Aerovías de México, S.A. de C.V. 27 de 
mayo de 2020. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía 
Piña Hernández, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Impedida: Ana Margarita 
Ríos Farjat. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis 
Mauricio Rangel Argüelles.   
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de tres de febrero de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a tres de 
febrero de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA IV/2021 (10a.) 
 
 
ACTOS OMISIVOS. DETERMINACIÓN DE SU CERTEZA CUANDO SE 
RECLAMA EN AMPARO INDIRECTO EL NO EJERCICIO DE LAS 
FACULTADES DE UNA AUTORIDAD.  
 
HECHOS: En una demanda de amparo indirecto se impugnó la omisión 
del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) de ejercer sus 
facultades de recabar y emitir información estadística sobre asentamientos 
humanos informales o irregulares. 
 
CRITERIO JURÍDICO: Para determinar la existencia o certeza de los 
actos consistentes en la omisión de una autoridad de ejercer alguna de las 
facultades que se estime le corresponden es suficiente advertir, 
someramente, la coherencia o viabilidad del argumento respectivo en 
relación con el marco jurídico general que rija la actuación de la autoridad 
a la que se atribuya la referida omisión. 
 
JUSTIFICACIÓN: Lo anterior es así, porque el estudio sobre la certeza de 
los actos reclamados no debe propiciar denegación de justicia al involucrar 
en ese análisis el estudio del fondo del asunto, lo que podría ocurrir 
cuando se pretenda corroborar con precisión si la autoridad a la que se 
atribuyan actos omisivos cuenta o no con las facultades para ejercerlos. 
 
 
Amparo en revisión 635/2019. Un Techo para mi País México, A.C. 17 
de junio de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.   
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 

 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA V/2021 (10a.) 

 
 
DERECHO A UNA VIVIENDA DIGNA. SU DEBIDA OBSERVANCIA 
IMPLICA LA OBLIGACIÓN DEL INSTITUTO NACIONAL DE 
ESTADÍSTICA Y GEOGRAFÍA (INEGI) DE EMITIR INFORMACIÓN 
ESTADÍSTICA EN FORMA DESAGREGADA O SEGMENTADA, 
RELATIVA A LOS ASENTAMIENTOS HUMANOS IRREGULARES O 
INFORMALES.  
 
HECHOS: En una demanda de amparo indirecto se demandó la omisión 
del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) de ejercer sus 
facultades de recabar y emitir información estadística sobre asentamientos 
humanos informales o irregulares. 
 
CRITERIO JURÍDICO: En atención a las facultades exclusivas del Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía, y a su obligación de respetar el 
derecho a una vivienda digna, tiene la de emitir información estadística en 
forma desagregada, sobre asentamientos humanos irregulares o 
informales.  
 
JUSTIFICACIÓN: Bajo cualquier interpretación, el debido goce del 
derecho a una vivienda digna, conforme a lo establecido en la Declaración 
de Pretoria de la reunión temática de Hábitat III, sobre asentamientos 
informales, de la Organización de las Naciones Unidas, contempla la 
seguridad jurídica en la tenencia del lugar habitado y evitar mayores 
riesgos a las personas asentadas en zonas geográficas y ambientales 
riesgosas, lo que implica el deber objetivo mínimo para el Estado de 
adoptar políticas públicas para abatir las problemáticas que experimentan 
las personas que residen en los asentamientos informales. Luego, si por 
una parte, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, conforme a lo 
establecido en los artículos 26, apartado B, de la Constitución General, 3, 
21, 52, 59, 99 y 100, de la Ley del Sistema Nacional de Información 
Estadística y Geográfica, tiene la atribución exclusiva de suministrar a la 
sociedad y al Estado, información estadística y geográfica de calidad, 
pertinente, veraz y oportuna, a efecto de coadyuvar al desarrollo nacional; 
que una de las obligaciones primordiales de las autoridades es la de 
promover, respetar, proteger y, sobre todo, garantizar los derechos 
fundamentales, entre ellos, el derecho a la vivienda y, por otra parte, que 
para garantizar el respeto de ese bien colectivo, al Estado corresponde 
cumplir con el deber objetivo mínimo de tomar las medidas inmediatas que 
permitan el acceso a ésta, sin ser objeto de discriminación; entonces, 
resulta congruente con esa finalidad que dicho Instituto, en ejercicio de 
sus atribuciones exclusivas, genere la información estadística y 
geográfica, de la manera desagregada, que sea idónea, pertinente y eficaz 
para dotar de instrumentos al Estado para implementar las políticas 
públicas necesarias en aquellos sectores de la población más 
desprotegidos, como lo son los correspondientes a quienes habitan los 
asentamientos informales o irregulares. 
 
 
Amparo en revisión 635/2019. Un Techo para mi País México, A.C. 17 
de junio de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para 



 
 

 
 

 

formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.   
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA VI/2021 (10a.) 
 
 
FICHAS DE BÚSQUEDA DE PERSONAS SUSTRAÍDAS DE LA ACCIÓN 
DE LA JUSTICIA EMITIDAS POR AUTORIDAD MINISTERIAL. SU 
PUBLICACIÓN CON LOS DATOS GENERALES, EL NOMBRE Y LA 
FOTOGRAFÍA DE LOS SUJETOS BUSCADOS PARA EJECUTAR UNA 
ORDEN DE APREHENSIÓN, NO VIOLA EL DERECHO A LA 
PRIVACIDAD.  
 
HECHOS: En un recurso de revisión hecho valer por el Fiscal General del 
Estado de Guanajuato, se impugnó la resolución interlocutoria dictada por 
la Juez constitucional que concedía al quejoso la suspensión definitiva del 
acto reclamado, a efecto de que fuera retirada de la página de Internet 
oficial de dicha autoridad, una ficha de búsqueda en la que aparecían su 
nombre, fotografía, datos generales y una frase que lo incriminaba, por 
estimar que la misma lo exhibía como delincuente, sin que mediara 
sentencia dictada por un Juez competente. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determina que la suspensión debe otorgarse para el efecto 
de eliminar las frases incriminatorias, pero debe persistir la publicación de 
la ficha de búsqueda de personas sustraídas de la acción de la justicia, 
con la fotografía, nombre y datos generales de la persona a localizar, a 
efecto de no vulnerar lo establecido en la fracción II del artículo 128 de la 
Ley de Amparo, sin que lo anterior pueda implicar que se transgreda el 
derecho a la privacidad. 
 
JUSTIFICACIÓN: Esto es así, porque si bien, prima facie, las personas 
tienen derecho a que su “fotografía, nombre y datos generales” no sean 
publicados y difundidos, lo cierto es que, en el caso, se reúnen requisitos 
suficientes para estimar que tal derecho puede verse afectado por la 
admisión de excepciones. Para demostrar lo anterior, es necesario partir 
de la idea de que la publicación de dichos datos no puede considerarse 
como arbitraria; por el contrario, al estar pendiente de ejecución una orden 
de aprehensión en su contra, es válido aceptar que la Fiscalía se valga de 
diversos medios para lograr la comparecencia del indiciado ante el Juez. 
De esa manera, la expectativa razonable de privacidad se ve minada por 
la obligación del Estado en materia de justicia penal, consistente en la 
persecución, captura y enjuiciamiento de los sujetos a los que previamente 
ha estimado como probables responsables. 
 
 
Recurso de revisión en incidente de suspensión 1/2020. 18 de 
noviembre de 2020. La votación se dividió en dos partes: Cinco votos de 
los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, por lo que se refiere al primer punto 
resolutivo. Mayoría de cuatro votos por lo que se refiere al segundo punto 
resolutivo, de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois 
Salazar.   



 
 

 
 

 

 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de tres de marzo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a tres de 
marzo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA VII/2021 (10a.) 
 
 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA DEL ACTO RECLAMADO. EN 
TRATÁNDOSE DE FICHAS DE BÚSQUEDA PUBLICADAS POR LA 
AUTORIDAD MINISTERIAL, CON EL OBJETO DE QUE LA 
CIUDADANÍA COLABORE EN LA BÚSQUEDA DE PERSONAS 
SUSTRAÍDAS DE LA ACCIÓN DE LA JUSTICIA, PROCEDE 
OTORGARLA ÚNICAMENTE PARA EL EFECTO DE QUE SE ELIMINEN 
DE LAS MISMAS LOS SEÑALAMIENTOS DIRECTOS SOBRE LA 
RESPONSABILIDAD PENAL DEL QUEJOSO, PERO NO DEBEN 
SUPRIMIRSE EN SU TOTALIDAD.  
 
HECHOS: En un recurso de revisión hecho valer por el Fiscal General del 
Estado de Guanajuato, se impugnó la resolución interlocutoria dictada por 
la Juez constitucional que concedía a una persona sustraída de la acción 
de la justicia, la suspensión definitiva del acto reclamado, a efecto de que 
fuera retirada de la página de Internet oficial de dicha autoridad, una ficha 
de búsqueda en la que aparecían su nombre, fotografía, datos generales y 
una frase que lo incriminaba, por estimar que la misma lo exhibía como 
delincuente, sin que mediara sentencia dictada por un Juez competente. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determina que únicamente los señalamientos directos que 
insinúan la responsabilidad penal del quejoso, serían el elemento que 
podría impactar en el principio de presunción de inocencia, como regla de 
trato, en su vertiente extraprocesal; y a efecto de mediar entre ese 
derecho y el interés público de la sociedad en la persecución de los 
delitos, la suspensión únicamente debe ser para que se eliminen esos 
señalamientos, debiendo persistir la publicación de la ficha de búsqueda.  
 
JUSTIFICACIÓN: Lo anterior es así, porque no concurre uno de los 
requisitos a que se refiere el artículo 128 de la Ley de Amparo, para el 
otorgamiento de la suspensión del acto reclamado a petición de parte, ya 
que si bien ésta constituye una regla general, lo cierto es que encuentra 
excepciones y salvedades, justificadas en razones de orden público e 
interés social, así como la salvaguarda de la seguridad e integridad de las 
personas y la ejecución de técnicas de investigación o medidas cautelares 
ordenadas por autoridad judicial. En ese tenor, tomando en cuenta que el 
orden público y el interés social se afectan cuando con la suspensión, se 
priva a la colectividad de un beneficio que le otorgan las leyes o se le 
infiere un daño que de otra manera no resentiría, procede señalar que, 
investigar y perseguir los delitos es una obligación del Estado que tiene 
como fin la sanción de los responsables. Dentro de ese fin, entonces, se 
vuelve preponderante la utilización de todos los medios legales 
disponibles que permitan la persecución, captura y enjuiciamiento de los 
sujetos involucrados. No obstante lo anterior, con el objeto de no 
desatender la delicada garantía constitucional de la presunción de 
inocencia del quejoso, como regla de trato, la suspensión debe ser 
únicamente para el efecto de que no se exponga al quejoso en los 
términos que se hizo en la ficha, eliminando la frase incriminatoria, sin que 
tal razonamiento se pueda hacer extensivo al resto de los datos 
expresados en la ficha de búsqueda, como son el nombre y fotografía del 
quejoso y que se consideran necesarios por la fiscalía para facilitar la 



 
 

 
 

 

colaboración en la localización de personas sustraídas de la acción de la 
justicia. 
 
 
Recurso de revisión en incidente de suspensión 1/2020. 18 de 
noviembre de 2020. La votación se dividió en dos partes: Cinco votos de 
los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, por lo que se refiere al primer punto 
resolutivo. Mayoría de cuatro votos por lo que se refiere al segundo punto 
resolutivo, de los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois 
Salazar.   
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de tres de marzo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a tres de 
marzo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA VIII/2021 (10a.) 
 
 
DOCUMENTOS DIGITALIZADOS QUE SE INGRESAN COMO 
PRUEBAS AL EXPEDIENTE ELECTRÓNICO EN EL JUICIO DE 
AMPARO. EL ÓRGANO JURISDICCIONAL DEBE CONSIDERARLOS 
COMO SI SE HUBIERAN PRESENTADO EN SU VERSIÓN FÍSICA, SIN 
PERJUICIO DE QUE PUEDAN SER OBJETADOS POR LAS PARTES, Y 
SÓLO EXCEPCIONALMENTE, ANTES DE DEMERITAR SU VALOR 
PROBATORIO, REQUERIR AL OFERENTE EL DOCUMENTO FUENTE.  
 
HECHOS: En un juicio de amparo indirecto tramitado en vía electrónica, la 
parte quejosa, para acreditar su interés jurídico, ofreció como pruebas 
diversos documentos digitalizados, que se estimaron como copias simples 
del documento original, dando lugar al sobreseimiento en el juicio, ya que 
se determinó que no se trataba de documentos electrónicos a los que se 
refiere el artículo 12, inciso f), del Acuerdo General Conjunto Número 
1/2013, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la 
Judicatura Federal, relativo a la Firma Electrónica Certificada del Poder 
Judicial de la Federación (FIREL) y al Expediente Electrónico, por no 
haberse generado, modificado o procesado por medios electrónicos.  
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determina que los documentos digitalizados de su original, 
ofrecidos como prueba de manera electrónica en el juicio de amparo, no 
perderán su valor probatorio y deberán recibir el mismo tratamiento que si 
se hubieren presentado en su versión física, sin perjuicio de que: 1) 
puedan ser objetados por las partes; o, 2) cuando el órgano jurisdiccional 
carezca de seguridad respecto a la viabilidad y coincidencia del 
documento digital frente al documento fuente, esté en aptitud de requerir 
excepcionalmente este último, antes de demeritar su valor probatorio.  
 
JUSTIFICACIÓN: Se arriba a esta conclusión, toda vez que de la 
interpretación del contenido de los Acuerdos Generales Conjuntos 
celebrados entre la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Consejo de 
la Judicatura Federal y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, respectivamente, en los que se materializó el nuevo sistema 
de juicio de amparo, se tiene que la prueba documental digitalizada no 
perderá su valor probatorio por el simple hecho de provenir de un proceso 
de digitalización, sino que en aras de tutelar los principios que caracterizan 
al nuevo sistema de expediente electrónico y al juicio de amparo, el 
juzgador deberá otorgar el mismo tratamiento que a su documento físico, 
lo anterior sin perjuicio de que dichas probanzas puedan ser objetadas por 
las partes. De manera excepcional, y antes de calificar su valor probatorio, 
puede ocurrir que el órgano jurisdiccional se encuentre con situaciones 
dudosas o insuficientes respecto al documento probatorio digital, en cuyo 
caso está facultado para tomar las medidas necesarias y acordar lo 
conveniente para dar oportunidad a las partes de presentar el documento 
fuente y hacerlo coincidente con el documento ingresado. 
 
 
Amparo en revisión 307/2020. Umbelina Childeres Coria. 25 de 
noviembre de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña 
Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 



 
 

 
 

 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez.   
 
Nota: El Acuerdo General Conjunto Número 1/2013 citado, se publicó en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XXII, julio de 2013, Tomo 2, página 1667, con número de registro digital: 
2361.   
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de tres de marzo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a tres de 
marzo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA IX/2021 (10a.) 
 
 
 
ACUMULACIÓN DE PROCESOS EN MATERIA PENAL. EL ARTÍCULO 
102 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL PARA EL ESTADO DE OAXACA 
(ABROGADO), NO VIOLA EL DERECHO DE IGUALDAD PROCESAL NI 
LOS PRINCIPIOS DE CONTRADICCIÓN E IMPARCIALIDAD. 
 
HECHOS: Se radicó una causa penal en contra de una persona por el 
delito de secuestro agravado, seguido el procedimiento penal, el Tribunal 
del Juicio Oral determinó de manera oficiosa acumular diversos procesos 
penales de su índice para substanciar un único juicio oral; el referido 
Tribunal dictó sentencia condenatoria, la cual fue recurrida en casación 
modificándola. En contra de esta resolución se promovió amparo directo 
en el que se planteó, entre otras cuestiones, la inconstitucionalidad del 
artículo 102 del Código Procesal Penal para el Estado de Oaxaca 
(abrogado). El Tribunal Colegiado de Circuito al resolver, consideró que el 
precepto impugnado no vulneraba los principios de igualdad, contradicción 
e imparcialidad. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que el artículo 102 del Código Procesal Penal para 
el Estado de Oaxaca (abrogado), al autorizar al Juez de Control a 
efectuar, de manera oficiosa, la acumulación de juicios o causas penales, 
no contraviene el derecho de igualdad procesal ni los principios de 
contradicción y de imparcialidad. 
 
JUSTIFICACIÓN: Ello, porque la acumulación de los procesos penales 
para que sean resueltos en un único juicio, no implica una invasión a las 
facultades del Ministerio Público, ya que no puede estimarse que esa 
decisión jurisdiccional sustituya o realice atribuciones que corresponden 
exclusivamente a la representación social; por el contrario, el Juez está 
facultado para advertir, aún de forma oficiosa, si existe algún vínculo de 
conexidad entre dos o más procesos en relación con las acusaciones 
formuladas por el fiscal, a fin de someterlos a la realización de un único 
juicio, en aras de la economía procesal y la correcta administración de 
justicia, esto es, evitar el pronunciamiento de sentencias contradictorias, 
incompatibles o excluyentes mutuamente, de conocerse de forma 
separada. De tal manera que la posibilidad de que diversas causas 
penales que comparten un mismo objeto procesal se concentren para un 
mismo juicio para la obtención de un único fallo, no significa una ventaja 
para el Ministerio Público en detrimento del derecho de defensa de los 
acusados, en virtud de que la sentencia que resuelva el proceso y sus 
acumulados deberá contener tantos pronunciamientos como objetos 
procesales derivados de la acumulación existan. Es decir, la tramitación 
en un único procedimiento no puede impedir que se conozcan todas y 
cada una de las pretensiones interpuestas ante el órgano jurisdiccional. 
Tampoco implica que se releve al Ministerio Público de presentar en la 
audiencia de debate prueba de cargo suficiente para enervar la presunción 
de inocencia, toda vez que el juez debe cerciorarse de que las pruebas de 
cargo desvirtúen la hipótesis de inocencia efectivamente alegada por la 
defensa en el juicio y, al mismo tiempo, en el caso de que existan, debe 
descartarse que las pruebas de descargo o contraindicios den lugar a una 
duda razonable sobre la hipótesis de culpabilidad sustentada por la parte 



 
 

 
 

 

acusadora. Por tales razones, no puede afirmarse que la figura procesal 
de mérito promueva que el juzgador concentre funciones de investigación, 
acusación o defensa, ni que favorezca indebidamente a alguna de las 
partes, ya que actúa como rector del proceso en un plano de neutralidad. 
 
 
Amparo directo en revisión 4295/2019. 28 de octubre de 2020. Mayoría 
de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA X/2021 (10a.) 
 
 
 
ACUMULACIÓN DE PROCESOS EN MATERIA PENAL. DEBE 
ACONTECER EN LA ETAPA INTERMEDIA, DE CONFORMIDAD CON 
LOS ARTÍCULOS 102 Y 308 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL PARA 
EL ESTADO DE OAXACA (ABROGADO). 
 
HECHOS: Se radicó una causa penal en contra de una persona por el 
delito de secuestro agravado, seguido el procedimiento penal, el Tribunal 
del Juicio Oral determinó de manera oficiosa acumular diversos procesos 
penales de su índice para substanciar un único juicio oral; el referido 
Tribunal dictó sentencia condenatoria, la cual fue recurrida en casación 
modificándola. En contra de esta resolución se promovió amparo directo 
en el que se planteó, entre otras cuestiones, la etapa en la que se pueden 
acumular los procesos en materia penal, de conformidad con lo previsto 
en el Código Procesal Penal para el Estado de Oaxaca (abrogado). El 
Tribunal Colegiado de Circuito al resolver, negó el amparo solicitado. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que en términos de los artículos 102 y 308 del 
Código Procesal Penal para el Estado de Oaxaca (abrogado), la 
acumulación de procesos debe acontecer en la etapa intermedia. 
 
JUSTIFICACIÓN: De conformidad con el primero de los numerales el 
presupuesto consiste en la formulación de varias acusaciones en contra 
de diversos imputados, por lo que el juzgador estará facultado para 
decretarla, aún de manera oficiosa, a fin de realizar un único juicio, 
siempre que exista conexidad, esto es, se trate del mismo objeto procesal 
que motivó la multiplicidad de acusaciones por el Ministerio Público a 
diversos imputados, con la única salvedad de que no se retarde los 
procesos; en tanto que el segundo precepto dispone que cuando se 
reúnan tales requisitos para que se configure la acumulación, ésta tendrá 
verificativo durante la etapa intermedia, pues ya se contará con las 
acusaciones ministeriales respectivas. De tal manera que la acumulación 
no implica de manera alguna que el Juez prejuzgue sobre el fondo del 
asunto o que interfiera en el proceso con acciones que son propias de las 
partes, pues únicamente debe examinar en la etapa intermedia la materia 
de las diversas acusaciones formuladas por el fiscal, sin que ello involucre 
algún tipo de pronunciamiento acerca de la acusación ministerial o la 
valoración de determinado medio de prueba que aún no ha sido 
desahogado. 
 
 
Amparo directo en revisión 4295/2019. 28 de octubre de 2020. Mayoría 
de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 
 

 
 

 

JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA XI/2021 (10a.) 

 
 
 
ACUMULACIÓN DE PROCESOS EN MATERIA PENAL. SU RELACIÓN 
CON LOS PRINCIPIOS DE UNIDAD PROCESAL Y CONCENTRACIÓN. 
 
HECHOS: Se radicó una causa penal en contra de una persona por el 
delito de secuestro agravado, seguido el procedimiento penal, el Tribunal 
del Juicio Oral determinó de manera oficiosa acumular diversos procesos 
penales de su índice para substanciar un único juicio oral; el referido 
Tribunal dictó sentencia condenatoria, la cual fue recurrida en casación 
modificándola. En contra de esta resolución se promovió amparo directo 
en el que se planteó, entre otras cuestiones, la inconstitucionalidad del 
artículo 102 del Código Procesal Penal para el Estado de Oaxaca 
(abrogado). El Tribunal Colegiado de Circuito al resolver, consideró que el 
precepto impugnado no vulneraba los principios de igualdad, contradicción 
e imparcialidad. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determina que la acumulación de procesos se encuentra 
íntimamente relacionada con los principios de unidad procesal y 
concentración. 
 
JUSTIFICACIÓN: El principio de unidad procesal aprueba que los hechos 
sean investigados bajo una misma causa penal, siempre que no exista 
alguna condición que haga variar la situación jurídica de los investigados, 
imputados o acusados, así como por razones de competencia y delitos 
bajo investigación. De este principio deriva la figura de conexidad 
procesal, en virtud de la cual los delitos que tengan un vínculo, sea 
sustancial o procesal, se investigarán y juzgarán conjuntamente y, por 
ende, serán objeto de una misma sentencia. Por su parte, el principio de 
concentración consiste en que las audiencias se lleven a cabo de forma 
continua, sucesiva y secuencial, a fin de agilizar y hacer expedito todo el 
proceso, pues por una parte abonará a que se desarrolle en el menor 
número de audiencias y, por otra, que el juzgador pueda realizar la 
verificación total de los argumentos del debate y las pruebas 
desahogadas, de manera concentrada. Así, en relación con el proceso 
acusatorio, la acumulación de las causas penales atiende a los referidos 
principios de unidad procesal y concentración en la medida en que permite 
que los mismos hechos sean materia de debate en un único juicio, no 
obstante existan diversos imputados, en aras de reducir el número de 
actuaciones penales por el mismo comportamiento o por varios delitos en 
conexidad, ya que contribuye a la realización del derecho de defensa de 
las personas investigadas, acusadas o juzgadas en tanto asegura la 
concentración de sus esfuerzos para lograr una defensa adecuada; 
también los derechos de las víctimas se ven favorecidos, en virtud de que 
pueden formular sus pretensiones de verdad, reparación y justicia, en 
relación con diversos acusados; además, dota de eficacia y celeridad al 
proceso, optimizando los esfuerzos y recursos invertidos por las partes, 
intervinientes y autoridades judiciales en materia probatoria; y, evita la 
adopción de decisiones contradictorias frente a los mismos hechos, 
conforme al derecho de seguridad jurídica. 
 



 
 

 
 

 

 
Amparo directo en revisión 4295/2019. 28 de octubre de 2020. Mayoría 
de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XII/2021 (10a.) 
 
 
 
PROHIBICIÓN DE OTORGAR BENEFICIOS DE LIBERTAD 
PREPARATORIA A LOS SENTENCIADOS POR EL DELITO DE 
SECUESTRO. EL ARTÍCULO 19, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY 
GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN 
MATERIA DE SECUESTRO, REGLAMENTARIA DE LA FRACCIÓN XXI 
DEL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL, QUE LO 
PREVÉ, NO TRANSGREDE LOS DERECHOS DE IGUALDAD, 
REINSERCIÓN SOCIAL Y DIGNIDAD HUMANA. 
 
HECHOS: Se radicó una causa penal en contra de una persona por el 
delito de secuestro agravado, seguido el procedimiento penal, el Tribunal 
del Juicio Oral dictó sentencia condenatoria negándole todo beneficio de 
ley, la resolución fue recurrida en casación modificándola. En contra de 
esta resolución se promovió amparo directo en el que se planteó, entre 
otras cuestiones, la inconstitucionalidad del artículo 19, párrafo primero, de 
la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de 
Secuestro, Reglamentaria de la Fracción XXI del artículo 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El Tribunal 
Colegiado de Circuito consideró que el precepto impugnado no vulneraba 
los principios de igualdad, reinserción social y dignidad humana. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que el artículo 19, párrafo primero, de la Ley 
General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, 
Reglamentaria de la Fracción XXI del artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, no transgrede los derechos de 
igualdad, reinserción social y dignidad humana. 
 
JUSTIFICACIÓN: La negativa de otorgar beneficios preliberacionales no 
implica una violación a las medidas previstas en el artículo 18 de la 
Constitución General para lograr la reinserción social del sentenciado, 
pues su otorgamiento no es una obligación constitucional, por el contrario, 
se trata de una facultad para el legislador ordinario quien, por razones de 
política criminal, consideró que no en todos los casos debían concederse 
dichos beneficios. Tampoco se vulnera el principio de igualdad, ya que esa 
negativa no constituye una discriminación por exclusión que atente contra 
los derechos fundamentales, sino una distinción introducida por el 
legislador que se justifica razonablemente en la mayor relevancia penal, 
así como en el impacto más grave que tiene el delito de secuestro en la 
afectación a la seguridad y a la salud públicas como bienes jurídicos 
protegidos por las normas penales. Por último, la prohibición de otorgar los 
beneficios aludidos no vulnera el principio de dignidad humana, en virtud 
de que no puede sostenerse que de la aplicación o inaplicación de 
aquéllos dependa la debida salvaguarda de ese principio, por el contrario, 
dicha prohibición presupone la existencia de un proceso criminal 
debidamente concluido, que ha llevado a la autoridad judicial a imponer 
una sentencia condenatoria en contra de una persona que debe 
compurgar una pena de prisión determinada de acuerdo con las leyes 
aplicables y las circunstancias que singularizaron el caso concreto. 
 
 



 
 

 
 

 

Amparo en revisión 1074/2017. 2 de mayo de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra Norma Lucía Piña 
Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra. 
 
Amparo en revisión 1093/2019. 10 de junio de 2020. Mayoría de cuatro 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Santiago J. Vázquez Camacho. 
 
Amparo directo en revisión 4295/2019. 28 de octubre de 2020. Mayoría 
de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XIII/2021 (10a.) 
 
 
 
DERECHO HUMANO A LA SALUD. LA ASISTENCIA MÉDICA Y EL 
TRATAMIENTO A LOS PACIENTES USUARIOS DE ALGUNA 
INSTITUCIÓN QUE INTEGRE EL SISTEMA NACIONAL DE SALUD, 
DEBEN GARANTIZARSE DE FORMA OPORTUNA, PERMANENTE Y 
CONSTANTE. 
 
HECHOS: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra de 
la omisión de un Hospital Regional del Instituto Mexicano del Seguro 
Social (IMSS) de entregarle oportunamente el medicamento que requiere 
para el control de la enfermedad que padece. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determina que las autoridades del Estado que se encuentren 
directamente obligadas a garantizar el derecho humano a la salud deben 
brindar asistencia médica y tratamiento a sus pacientes usuarios de forma 
oportuna, permanente y constante; este último, además, debe ser 
entregado tomando en cuenta su estado de salud, así como sus 
requerimientos médicos y clínicos, tomando particular importancia cuando 
se trata de padecimientos en los que el éxito del tratamiento dependa, 
principalmente, del óptimo cumplimiento en la toma de medicamentos, es 
decir, en aquellos casos en los que la adherencia deficiente al tratamiento 
sea determinante para la progresión de la enfermedad. 
 
JUSTIFICACIÓN: Ello, pues la lucha contra las enfermedades, en 
términos amplios, representa la práctica de esfuerzos individuales y 
colectivos del Estado para facilitar la creación de condiciones que 
aseguren a las personas asistencia y servicios médicos, lo cual no se 
limita al acceso igual y oportuno a los servicios de salud básicos 
preventivos, curativos y de rehabilitación, sino también al tratamiento 
apropiado de enfermedades, afecciones, lesiones y discapacidades. Esto 
como parte del estándar de protección del derecho humano a la salud, 
reconocido en los artículos 4o., párrafo cuarto, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 25 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, 5 de la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, 11 y 12 de la 
Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación 
contra la Mujer, y 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño. 
 
 
Amparo en revisión 226/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa 
Pastrana. 
 
Amparo en revisión 227/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 



 
 

 
 

 

Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XIV/2021 (10a.) 
 
 
 
DERECHO HUMANO A LA SALUD. CRITERIOS QUE DEBEN 
VALORARSE PARA SU EFECTIVA GARANTÍA (OBJETIVO, 
SUBJETIVO, TEMPORAL E INSTITUCIONAL). 
 
HECHOS: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra de 
la omisión de un Hospital Regional del Instituto Mexicano del Seguro 
Social (IMSS) de entregarle oportunamente el medicamento que requiere 
para el control de la enfermedad que padece. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determina que las autoridades responsables de prestar 
asistencia médica y tratamiento a los pacientes usuarios de alguna 
institución que integre el Sistema Nacional de Salud, deben garantizar el 
derecho humano a la salud mediante la valoración de los criterios 
siguientes: 1) subjetivo, de acuerdo con el cual el Estado deberá actuar 
con el propósito de procurar el tratamiento terapéutico y farmacéutico del 
paciente, ya sea para lograr su reversibilidad o curación o, de ser 
diagnosticado con una enfermedad crónico y/o degenerativa, procurar la 
garantía del tratamiento necesario para el control de su sintomatología, así 
como el control del deterioro de su integridad física y psíquica, es decir, 
tomando en cuenta el estado de salud del paciente, así como sus 
requerimientos clínicos y médicos; 2) objetivo, conforme al cual el Estado 
deberá garantizar que el tratamiento sea adecuado, de modo que si el 
paciente requiere algún medicamento, éste contenga las sales originales o 
genéricas que conserven la biodisponibilidad y bioequivalencia de las 
sales originales para su efectividad; 3) temporal, conforme al cual el 
Estado deberá garantizar que el tratamiento del paciente se garantice de 
forma oportuna, permanente y constante; y, 4) institucional, de acuerdo 
con el cual el Estado debe garantizar que las unidades médicas o 
instituciones de salud que se encarguen de la garantía del tratamiento lo 
hagan de conformidad con los estándares más altos de tecnología y 
especialización médica. 
 
JUSTIFICACIÓN: Los criterios aludidos deben evaluarse en la medida en 
que se trata de la garantía del derecho humano a la salud; derecho 
económico, social y cultural, cuyo cumplimiento es progresivo, y cuya 
efectividad depende de los medios de los que disponga el Estado para su 
satisfacción, reconocido en los artículos 4o., párrafo cuarto, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 25 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, 12 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 5 de la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial, 11 y 12 de la Convención sobre la Eliminación de 
todas las formas de Discriminación contra la Mujer, y 24 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño. 
 
 
Amparo en revisión 226/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 



 
 

 
 

 

González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa 
Pastrana. 
 
Amparo en revisión 227/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XV/2021 (10a.) 
 
 
 
DERECHO HUMANO A LA SALUD. EL ESTADO TIENE LA 
OBLIGACIÓN DE ADOPTAR TODAS LAS MEDIDAS NECESARIAS 
HASTA EL MÁXIMO DE LOS RECURSOS DE QUE DISPONGA PARA 
LOGRAR PROGRESIVAMENTE SU PLENA EFECTIVIDAD. 
 
HECHOS: Una persona promovió juicio de amparo indirecto en contra de 
la omisión de un Hospital Regional del Instituto Mexicano del Seguro 
Social (IMSS) de entregarle oportunamente el medicamento que requiere 
para el control de la enfermedad que padece el cual, por su parte, se limitó 
a justificar esa falta de entrega por la inexistencia física del medicamento. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determina que en aras de garantizar el derecho humano a la 
salud, el Estado debe adoptar las medidas necesarias, hasta el máximo de 
los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los 
medios apropiados, su plena efectividad. En esa tesitura, tiene la carga de 
la prueba de demostrar que realizó el esfuerzo para utilizar todos los 
recursos que están a su disposición para satisfacer, con carácter 
prioritario, sus obligaciones mínimas requeridas en materia de salud. 
 
JUSTIFICACIÓN: Lo anterior, en virtud de la diferencia entre la 
“incapacidad” y la “renuencia” del Estado a cumplir con dicha garantía, en 
atención a que la “incapacidad” del Estado para garantizar el derecho 
humano a la salud parte de su obligación de adoptar las medidas 
necesarias, hasta el máximo de los recursos de que disponga, o bien, 
justificar que se ha hecho todo lo posible por utilizar todos los recursos de 
que dispone para garantizar ese derecho; mientras que la “renuencia” del 
Estado se presenta cuando no está dispuesto a utilizar el máximo de los 
recursos de que disponga para dar efectividad al derecho a la salud, 
violando entonces las obligaciones que ha contraído en virtud del artículo 
12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. De ahí que las violaciones del derecho a la salud pueden 
producirse por no adoptar las medidas necesarias que emanan de las 
obligaciones legales, como no contar con políticas o legislación que 
favorezca el nivel más alto de salud posible, o no hacer cumplir las leyes 
existentes en la materia. 
 
 
Amparo en revisión 226/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa 
Pastrana. 
 
Amparo en revisión 227/2020. 11 de noviembre de 2020. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 



 
 

 
 

 

González Alcántara Carrancá. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretario: Juan Jaime González Varas. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

 

TESIS AISLADA XVI/2021 (10a.) 
 

 

 

SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. LA 
PROHIBICIÓN AL JUZGADOR PREVISTA EN EL ARTÍCULO 20, 
APARTADO A, FRACCIÓN VI, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL, DE 
TRATAR ASUNTOS SUJETOS A PROCESO CON CUALQUIERA DE 
LAS PARTES SIN QUE ESTÉ PRESENTE LA OTRA, CONSTITUYE 
UNA GARANTÍA PARA SALVAGUARDAR LOS PRINCIPIOS DE 
CONTRADICCIÓN E IMPARCIALIDAD. 
 

HECHOS: En la audiencia de juicio oral, el tribunal tomó un receso a fin de 
que dos de las juzgadoras que lo integraban se entrevistaran con una 
niña, en su calidad de víctima, para poder constatar su estado emocional y 
la viabilidad de que emitiera su declaración. Seguido el proceso, el 
imputado fue sentenciado bajo el sistema penal acusatorio. Al fallarse el 
juicio de amparo directo, el Tribunal Colegiado de Circuito sostuvo que no 
existió una violación a la fracción VI del apartado A del artículo 20 de la 
Constitución General, pues en su interpretación, cuando la víctima sea un 
niño, niña o adolescente, el tribunal debe sostener un encuentro en 
privado y anterior a la comparecencia, por lo que el encuentro entre el 
tribunal y la niña fue exclusivamente para conocer su estado emocional y 
la factibilidad para que emitiera su declaración, lo que no viola los 
principios de imparcialidad y contradicción. 
 

CRITERIO JURÍDICO: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación advierte que la fracción VI del apartado A del artículo 20 de la 
Constitución General establece una regla clara: El juzgador penal tiene 
vedado tratar asuntos sujetos a proceso con cualquiera de las partes sin 
que esté presente la otra; restricción que se impuso necesaria para 
salvaguardar fundamentalmente los principios de contradicción e 
imparcialidad, ya que su actuación debe regirse esencialmente por estos 
principios, lo que le permite ser un observador de la contienda que debe 
desarrollarse en igualdad de condiciones para el acusador y la defensa, 
estar presente en todas las diligencias judiciales, a fin de generarse una 
convicción propia de los hechos sometidos a debate, y ser tercero vigilante 
de las reglas procesales. 
 

JUSTIFICACIÓN: De la literalidad de la norma se aprecia que esta regla 
tiene como finalidad preservar el principio de contradicción. Además, de 
una interpretación teleológica, atendiendo al procedimiento legislativo de 
reforma constitucional de junio de 2008, se desprende que el propósito de 
esta regla es evitar que el Juez sesgue su criterio, lo que se traduce en 
una garantía de contar con un juzgador imparcial, y permite maximizar el 
cumplimiento del derecho a contar con un Juez imparcial, reconocido en el 
artículo 17 constitucional. De ahí que bajo el principio de contradicción, 
cualquier medio de prueba que se produzca en juicio debe poder 
refutarse, pues resulta imperativo respetar la igualdad procesal de las 
partes para sostener la acusación o defensa, lo que implica que los 
argumentos y elementos de prueba que se presenten, se desarrollarán de 
manera pública, contradictoria y oral. Así, está vedado a las partes tratar 
asuntos con el juzgador en forma individualizada, por lo que se requiere la 
presencia de la contraparte, salvo las excepciones constitucionalmente 



 
 

 
 

 

previstas. Además, esta prohibición establecida en la Constitución, cuya 
racionalidad se encuentra en la necesidad de preservar la imparcialidad 
del Juez del conocimiento, tiene el objetivo de evitar contaminaciones que 
deriven en prejuicios o preconcepciones que se materialicen en un sesgo 
al momento de impartir justicia, regla que se proyecta sobre el juzgador de 
primera instancia que conoce de los asuntos sujetos a proceso. Así, el 
hecho de que esta regla se encuentre incorporada en la Constitución tiene 
la finalidad de salvaguardar la imparcialidad de quienes imparten justicia 
sin necesidad de sujetarla a prueba, pues es una prohibición expresa –
salvo las excepciones que el legislador disponga–. En consecuencia, la 
sola infracción a la norma constitucional implica la presunción de que se 
perdió la imparcialidad por parte de quienes imparten justicia. 
 
 
Amparo directo en revisión 6888/2018. 14 de octubre de 2020. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el 
sentido, pero con salvedad en las consideraciones, Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, y los 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veinticuatro de marzo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veinticuatro de marzo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XVII/2021 (10a.) 
 

 

 

SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. 
CONSECUENCIAS DE LA INFRACCIÓN A LA PROHIBICIÓN A LA 
PERSONA JUZGADORA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 20, APARTADO 
A, FRACCIÓN VI, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL, DE SOSTENER 
ENTREVISTAS CON CUALQUIERA DE LAS PARTES SIN QUE ESTÉ 
PRESENTE LA OTRA, EN JUICIOS BAJO SU CONOCIMIENTO, Y 
EXCEPCIONES A LA MISMA. 
 

HECHOS: En la audiencia de juicio oral, el tribunal tomó un receso a fin de 
que dos de las juzgadoras que lo integraban se entrevistaran con una 
niña, en su calidad de víctima, para poder constatar su estado emocional y 
la viabilidad de que emitiera su declaración. Seguido el proceso, el 
imputado fue sentenciado bajo el sistema penal acusatorio. Al fallarse el 
juicio de amparo directo, el Tribunal Colegiado de Circuito sostuvo que no 
existió una violación a la fracción VI del apartado A del artículo 20 de la 
Constitución General, pues en su interpretación, cuando la víctima sea un 
niño, niña o adolescente, el tribunal debe sostener un encuentro en 
privado y anterior a la comparecencia, por lo que el encuentro entre el 
tribunal y la niña fue exclusivamente para conocer su estado emocional y 
la factibilidad para que emitiera su declaración, lo que no viola los 
principios de imparcialidad y contradicción. 
 

CRITERIO JURÍDICO: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determina que la fracción VI del apartado A del artículo 20 de 
la Constitución General prohíbe a la persona juzgadora, en el sistema 
penal acusatorio, tratar asuntos sujetos a proceso con cualquiera de las 
partes sin que esté presente la otra; de ahí que de contravenirse dicha 
prohibición, se consideran violadas las leyes del procedimiento penal, con 
trascendencia a las defensas del quejoso, en términos del artículo 173, 
apartado B, fracción VII, de la Ley de Amparo, lo que amerita ordenar la 
reposición del procedimiento. 
 

JUSTIFICACIÓN: El legislador constitucional previó una regla tal que, de 
ser infringida, trae como consecuencia la pérdida de imparcialidad de los 
integrantes del tribunal lo que amerita, según la Ley de Amparo, ordenar la 
reposición del procedimiento al estimarse que se violaron las leyes 
fundamentales con trascendencia a las defensas del quejoso. También el 
Código Nacional de Procedimientos Penales, en su artículo 482, fracción 
VI, dispone como causa de reposición del procedimiento, cuando la 
sentencia hubiere sido pronunciada por un tribunal de enjuiciamiento que 
no garantice su imparcialidad. Además, cuando la norma se refiere a la 
prohibición de “tratar asuntos que estén sujetos a proceso”, abarca tanto 
aspectos jurídicos que deberán resolverse en el caso –acreditación del 
delito y responsabilidad penal– como cualquier tipo de acercamiento para 
tratar aspectos fácticos o circunstanciales con alguna de las partes 
procesales, sin que se encuentre presente la otra, ya que dicho encuentro 
o comunicación podría sesgar el criterio del juzgador. Por último, la norma 
constitucional dispone que esta regla será aplicable salvo “las excepciones 
que establece esta Constitución”, y si bien en el texto constitucional no se 
advierte ninguna excepción formulada de manera expresa, de los trabajos 
legislativos se hace patente la intención del legislador de que las 



 
 

 
 

 

excepciones se refirieran a aquellas diligencias que solicite el Ministerio 
Público y que sean necesarias para garantizar la efectividad de la 
investigación. Así, a partir de la naturaleza de las figuras jurídicas 
reconocidas en la Constitución General, dentro del sistema penal 
acusatorio, se puede concluir que se refieren a aquellos supuestos de 
solicitud de orden de aprehensión, cateo, arraigo, intervención de 
comunicaciones privadas y geolocalización, dada la secrecía que esas 
actuaciones requieren; supuestos que son desarrollados de manera más 
amplia en el Código Nacional de Procedimientos Penales ya que, como 
regla general, el código dispone que los actos procedimentales se 
desarrollarán mediante audiencias que se realizarán con la presencia de 
quienes integren el órgano jurisdiccional y de las partes que intervienen en 
el proceso, salvo disposición en contrario. Como excepción a esa regla, se 
encuentran las solicitudes de órdenes de comparecencia o de 
aprehensión, cateo, intervención de comunicaciones privadas y 
localización geográfica, que pueden realizarse en audiencia privada con el 
Juez de Control; también las solicitudes de arraigo que, bajo la legislación 
aplicable, puede plantearse en audiencia privada con presencia 
únicamente del Ministerio Público. Bajo el entendimiento de esta Sala, los 
supuestos de excepción a la regla constitucional se encuentran acotados a 
la realización de audiencia privada sin que esté presente la otra parte sólo 
en estos casos. 
 
 
Amparo directo en revisión 6888/2018. 14 de octubre de 2020. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el 
sentido, pero con salvedad en las consideraciones, Ana Margarita Ríos 
Farjat, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, y los 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veinticuatro de marzo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veinticuatro de marzo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA XVIII/2021 (10a.) 

 
 
 
CONCLUSIONES ACUSATORIAS PRESENTADAS POR LAS 
VÍCTIMAS. NO SON VINCULANTES PARA EL JUEZ DEL PROCESO 
PENAL. 
 
HECHOS: Varios menores de edad fueron víctimas de delitos sexuales 
cometidos por trabajadores de un jardín de niños perteneciente al sector 
público. Durante el proceso penal, las víctimas presentaron un escrito de 
conclusiones acusatorias, conforme a las cuales se debería de juzgar a los 
inculpados. Los imputados fueron condenados por delitos diferentes a los 
pretendidos por las víctimas, resolución que fue modificada en apelación. 
Inconformes con la sentencia, las víctimas promovieron amparo directo en 
el que alegaron, entre otras cuestiones, que sus conclusiones acusatorias 
debieron valorarse con alcances similares a las del Ministerio Público. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que los derechos de las víctimas no incluyen la 
posibilidad de presentar conclusiones acusatorias en los mismos términos 
que el Ministerio Público, ya que de lo contrario, se vulnerarían los 
principios del proceso penal, de igualdad procesal, imparcialidad judicial y 
acusatorio. 
 
JUSTIFICACIÓN: En primer lugar, se violaría el principio de igualdad 
procesal, pues las conclusiones acusatorias representan la postura sobre 
la cual el imputado habrá de construir su defensa; por lo que ante el 
escenario de dos posturas acusatorias, el imputado no tendrá claridad 
sobre cuál de las dos acusaciones es la que enfrentará o si deberá 
confrontar ambas, lo que implicaría una doble acusación que duplicaría 
sus cargas de alegación, prueba e impugnación. En segundo lugar, se 
violaría el principio de imparcialidad judicial, ya que ante el escenario de 
una doble acusación, las víctimas y el Ministerio Público tendrán un interés 
en que prevalezcan sus pretensiones, lo que ocasionaría que la autoridad 
judicial no pudiera resolver este conflicto. Por último, se violaría el principio 
acusatorio, pues bajo el marco constitucional, el Ministerio Público es 
quien se encuentra mejor situado para realizar una investigación objetiva y 
le corresponde el ejercicio de la acción penal, sin que pueda delegar dicha 
facultad. Por lo tanto, incluso bajo el interés de la búsqueda de la verdad, 
debe ser el Ministerio Público quien defina la acusación. 
 
 
Amparo directo en revisión 4069/2018. 7 de octubre de 2020. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien 
está con el sentido, pero se aparta de algunas consideraciones, y los 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo. 
 
 



 
 

 
 

 

LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veintiocho de abril de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veintiocho de abril de dos mil veintiuno. Doy fe. 
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TESIS AISLADA XIX/2021 (10a.) 
 
 
 
REPARACIÓN DEL DAÑO. LINEAMIENTOS PARA DECIDIR EN QUÉ 
CASOS DEBE POSTERGARSE SU CUANTIFICACIÓN HASTA LA 
ETAPA DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA. 
 
HECHOS: Varios menores de edad fueron víctimas de delitos sexuales 
cometidos por trabajadores de un jardín de niños perteneciente al sector 
público. Durante el proceso penal, las víctimas presentaron distintos 
dictámenes periciales para calcular el monto de la reparación del daño. El 
Juez del proceso penal estimó que no existían elementos suficientes para 
cuantificar el daño y postergó esa decisión hasta la etapa de ejecución de 
sentencia, esta resolución fue modificada en apelación. Inconformes, las 
víctimas promovieron amparo directo en el que alegaron que las pruebas 
presentadas eran suficientes para establecer el monto de la reparación 
desde el dictado de la sentencia. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determina que los órganos jurisdiccionales deben considerar 
una serie de lineamientos previamente a decidir el aplazamiento de la 
cuantificación del daño para la etapa de ejecución. 
 
JUSTIFICACIÓN: Ante los riesgos de revictimización que puede acarrear 
postergar la cuantificación del daño y dadas las exigencias derivadas del 
interés superior del menor, los órganos jurisdiccionales deberán 
considerar diversos aspectos conforme a los siguientes lineamientos: i) 
Descartar la expectativa de una “cifra exacta” y procurar definir la “cifra 
adecuada”. Desde esta perspectiva, los elementos que integran la 
cuantificación del daño no deben leerse como requisitos que deban 
colmarse exhaustivamente. Estos rubros no son una lista de verificación 
que el Juez deba controlar mecánicamente. Se espera que la actividad 
judicial contribuya a superar las omisiones o excesos en que incurran las 
víctimas para así determinar una cantidad adecuada; ii) Precisar los 
alcances de las pruebas presentadas y, en su caso, justificar por qué no 
son suficientes; iii) Explorar si en autos existen elementos probatorios 
adicionales; iv) Evaluar si es posible recurrir a los criterios de equidad y 
razonabilidad para subsanar la falta de información probatoria; v) Analizar 
la viabilidad de anticipar la reparación por determinados conceptos o dictar 
un monto parcial susceptible de actualizarse; vi) Considerar si existen 
medidas de reparación que no ameritan una cuantificación económica; y, 
vii) Al evaluar si procede determinar la reparación del daño (parcial o total) 
desde el dictado de la sentencia, los tribunales deben garantizar que se 
respete el derecho de audiencia del imputado. 
 
 
Amparo directo en revisión 4069/2018. 7 de octubre de 2020. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien 
está con el sentido, pero se aparta de algunas consideraciones, y los 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo. 



 
 

 
 

 

 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veintiocho de abril de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veintiocho de abril de dos mil veintiuno. Doy fe. 
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TESIS AISLADA XX/2021 (10a.) 
 
 
 
REPARACIÓN DEL DAÑO  EN CASOS EN LOS QUE LAS VÍCTIMAS 
DEL DELITO SEAN MENORES DE EDAD. SU CUANTIFICACIÓN DEBE 
HACERSE EN EL DICTADO DE LA SENTENCIA CONDENATORIA, 
SALVO QUE NO EXISTAN ELEMENTOS SUFICIENTES PARA 
ESTABLECER UN MONTO. 
 
HECHOS: Varios menores de edad fueron víctimas de delitos sexuales 
cometidos por trabajadores de un jardín de niños perteneciente al sector 
público. Durante el proceso penal, las víctimas presentaron distintos 
dictámenes periciales para calcular el monto de la reparación del daño. El 
Juez del proceso penal estimó que no existían elementos suficientes para 
cuantificar el daño y postergó esa decisión hasta la etapa de ejecución de 
sentencia. Las víctimas reclamaron la decisión de que se aplazara la 
cuantificación del daño. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación establece que, por regla general, la cuantificación del monto 
para la reparación del daño debe hacerse en el dictado de la sentencia 
condenatoria, salvo que no existan elementos suficientes para establecer 
un monto. 
 
JUSTIFICACIÓN: De acuerdo con la tesis de jurisprudencia de la Primera 
Sala 1a./J. 145/2005, de rubro: “REPARACIÓN DEL DAÑO. ES LEGAL LA 
SENTENCIA CONDENATORIA QUE LA IMPONE AUNQUE EL MONTO 
CORRESPONDIENTE PUEDA FIJARSE EN EJECUCIÓN DE ÉSTA.”, los 
tribunales pueden suspender la cuantificación del daño hasta la etapa de 
ejecución cuando no existan elementos suficientes para determinar el 
monto de la reparación. Sin embargo, este aplazamiento puede 
representar una forma de victimización secundaria en determinados 
casos. Así, demorar en la cuantificación del daño impide que la reparación 
se reciba de forma oportuna. Además, aplazar este cálculo por una 
alegada falta de elementos puede derivar en la práctica de más exámenes 
y peritajes sobre menores de edad. Vistos los riesgos de revictimización y 
dadas las exigencias derivadas del interés superior del menor de edad, 
suspender la cuantificación del daño hasta la ejecución de sentencia exige 
un actuar escrupuloso de los órganos jurisdiccionales tanto al delimitar el 
material probatorio, como al extraer la información relevante. 
 
 
Amparo directo en revisión 4069/2018. 7 de octubre de 2020. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien 
está con el sentido, pero se aparta de algunas consideraciones, y los 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 145/2005 citada, se publicó en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXIII, marzo de 2006, página 170, con número de registro digital: 175459. 



 
 

 
 

 

 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veintiocho de abril de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veintiocho de abril de dos mil veintiuno. Doy fe. 
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TESIS AISLADA XXI/2021 (10a.) 
 
 
 
ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO SIN 
INTERVENCIÓN JUDICIAL PREVIA. AL CONTAR CON UNA 
REGULACIÓN ESPECÍFICA EN LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN 
PENAL, CONSTITUYE UN ACTO DICTADO DENTRO DEL 
PROCEDIMIENTO, AL QUE LE ES APLICABLE EL PLAZO GENÉRICO 
DE QUINCE DÍAS PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE 
AMPARO INDIRECTO [ABANDONO DE LAS JURISPRUDENCIAS 1a./J. 
83/2015 (10a.) Y 1a./J. 58/2016 (10.a)]. 
 
HECHOS: Una persona privada de la libertad en un centro penitenciario, 
promovió juicio de amparo indirecto con el argumento de que la autoridad 
administrativa le había notificado verbalmente una orden para trasladarlo 
del centro en que se encontraba interna a uno diverso. La demanda se 
desechó de plano al considerar que se actualizaba la causa de 
improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XX, de la Ley de 
Amparo, porque la parte quejosa no agotó el medio de defensa regulado 
en la Ley Nacional de Ejecución Penal, antes de promover el juicio 
constitucional. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, considera que la orden de traslado de un centro 
penitenciario a otro sin autorización judicial previa, cuenta con una 
regulación específica y un medio de defensa en la Ley Nacional de 
Ejecución Penal, por tanto, constituye un acto dictado dentro del 
procedimiento, al que le es aplicable el plazo genérico de quince días para 
la presentación de la demanda de amparo indirecto y las reglas de la 
suspensión del acto reclamado a petición de parte. 
 
JUSTIFICACIÓN: El artículo 52 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, 
establece que la autoridad administrativa podrá ordenar y ejecutar el 
traslado urgente o excepcional, sin autorización judicial previa, cuando se 
trate de delincuencia organizada y medidas especiales de seguridad; 
riesgo objetivo para la integridad y la salud de la persona privada de su 
libertad; y, cuando se ponga en riesgo la seguridad o gobernabilidad del 
centro penitenciario, a condición de que la autoridad penitenciaria notifique 
a la autoridad jurisdiccional, dentro de las veinticuatro horas posteriores al 
traslado, para que en un plazo de cuarenta y ocho horas, resuelva sobre la 
legalidad de la medida; luego, establece que si el Juez de Control o 
Ejecución califica la legalidad del traslado en el plazo fijado, contra esa 
determinación será procedente el recurso de apelación establecido en el 
artículo 132, fracción VII, de la ley mencionada; mientras que si es omiso, 
podrá intentar la controversia judicial regulada en los artículos 117, 
fracción III y último párrafo, 122, 123 y 124, de la misma ley, a fin de que 
una autoridad jurisdiccional resuelva sobre la legalidad del traslado y 
corrobore que no existe afectación injustificada a alguno de los derechos 
fundamentales de la persona privada de la libertad en el centro de 
reclusión, con posibilidad de suspender los efectos del traslado de manera 
inmediata, de oficio o a petición de parte. Así, la persona privada de la 
libertad ya no queda sin defensa, dado que dispone de un recurso que 
procede con posterioridad a la ejecución del traslado, al margen de que la 
autoridad administrativa haya notificado a la autoridad jurisdiccional y de 



 
 

 
 

 

que ésta resuelva o no respecto a la legalidad del acto. Sobre esa base, la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, abandona los 
criterios establecidos en las jurisprudencias 1a./J. 83/2015 (10a.) y 1a./J. 
58/2016 (10a.), porque derivaron de una concepción existente antes de la 
entrada en vigor de la Ley Nacional de Ejecución Penal, cuando no se 
contaba con una legislación especial que regulara la emisión de la orden 
de traslado, ni se preveía algún recurso para su impugnación, por lo que 
únicamente se tenía como parámetro verificar que la orden de traslado 
fuera calificada por una autoridad jurisdiccional de manera previa a su 
ejecución, y por ello, cuando el traslado se ejecutaba sin cumplir esa 
previsión, válidamente se le consideraba como un acto emitido fuera del 
procedimiento, respecto del que debía concederse la suspensión de oficio 
y de plano. Sin embargo, ante la nueva regulación legal que opera en 
materia de traslados penitenciarios, tal concepción ha sido superada y 
deviene inaplicable, aun cuando la orden de traslado impugnada se 
ejecute sin control judicial previo, por lo que si el inconforme finalmente 
decide acudir a la instancia de amparo, tendrá que agotar los referidos 
medios de defensa, así como sujetarse al plazo y reglas de la suspensión 
que operan respecto de los actos que se emiten dentro de un 
procedimiento. 
 
 
Queja 36/2020. Óscar Bonito Flores u Óscar Flores Iglesias. 13 de enero 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor 
Vargas Becerra. 
 
Queja 46/2020. Carlos Alberto Angelino Barrón y otro. 13 de enero de 
2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra 
Valois Salazar. 
 
Nota: Esta tesis abandona el criterio contenido en las jurisprudencias 
1a./J. 83/2015 (10a.) y 1a./J. 58/2016 (10a.), de títulos y subtítulos: 
“ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO. SI 
SE EJECUTA SIN INTERVENCIÓN DE LA AUTORIDAD JUDICIAL, NO 
PUEDE CONSIDERARSE COMO UN ACTO DENTRO DEL 
PROCEDIMIENTO Y, POR ENDE, SE ACTUALIZA EL PLAZO 
EXCEPCIONAL PARA INTERPONER LA DEMANDA DE AMPARO EN 
SU CONTRA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17, FRACCIÓN IV, DE LA 
LEY DE LA MATERIA.” y “ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO 
PENITENCIARIO A OTRO. PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN 
DE OFICIO Y DE PLANO CUANDO SE EMITE SIN LA INTERVENCIÓN 
DE LA AUTORIDAD JUDICIAL RECTORA, AUN CUANDO SÓLO SE 
AFECTE LA LIBERTAD PERSONAL DE MANERA INDIRECTA.”, 
publicadas en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 25, diciembre de 2015, Tomo I, página 247, con número de 
registro digital: 2010596, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 



 
 

 
 

 

Federación Décima Época, Libro 36, noviembre de 2016, Tomo II, página 
865, con número de registro digital: 2013066, respectivamente. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veintiocho de abril de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veintiocho de abril de dos mil veintiuno. Doy fe. 
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TESIS AISLADA XXII/2021 (10a.) 
 

 

 

ABUSO SEXUAL AGRAVADO. EL ARTÍCULO 261 DEL CÓDIGO 
PENAL FEDERAL QUE PREVÉ DICHO DELITO, NO ES VIOLATORIO 
DEL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL. 
 

HECHOS: Una persona fue sentenciada a una sanción privativa de la 
libertad de nueve años por el delito de abuso sexual agravado en perjuicio 
de una menor de edad; inconforme con la determinación dictada en el 
recurso de apelación que confirmó dicha sanción, interpuso juicio de 
amparo directo alegando la inconstitucionalidad del artículo 261 del 
Código Penal Federal, al considerar que la pena que prevé es 
desproporcionadamente severa con relación al bien jurídico que tutela 
(libertad y normal desarrollo psicosexual de una menor); al respecto, el 
órgano de amparo estimó que la norma era constitucional, lo cual fue 
impugnado mediante recurso de revisión. 
 

CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determina que el artículo 261 del Código Penal Federal, al 
imponer de seis a trece años de pena privativa de libertad a quien cometa 
el delito de abuso sexual en una persona menor de quince años o que no 
tenga la capacidad de comprender el significado del hecho, es 
constitucional, toda vez que es acorde con el principio de proporcionalidad 
de las penas previsto en el artículo 22 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
 

JUSTIFICACIÓN: Ello, porque el tertium comparationis para examinar la 
proporcionalidad del delito en estudio, debe considerar que confluyen 
diversos factores de vulnerabilidad que la norma pretende proteger, a 
saber, el rango de edad y el grado de comprensión de los sujetos pasivos, 
sobre los que es posible advertir que fue voluntad del legislador diferenciar 
el tratamiento e incrementar la sanción impuesta al tipo penal en estudio, 
atendiendo a la afectación tan intensa que implican esos delitos cuando se 
cometen en contra de un sujeto pasivo menor de edad, así como al interés 
superior del niño. En ese tenor, el análisis respectivo se debe hacer frente 
a aquellos delitos establecidos en el mismo código punitivo que protejan el 
mismo bien jurídico, que es la libertad y el normal desarrollo psicosexual 
de menores de quince años de edad y de personas que no comprendan el 
significado del hecho. Así, se advierte que el abuso sexual se ubica en el 
rango de las penas impuestas al delito de violación, cuando ocurre en los 
supuestos referidos, siendo además menor, considerando que en una 
violación el grado de afectación al bien jurídico tutelado, es mayor. En este 
sentido, no se advierte un salto irrazonable o evidentemente 
desproporcionado entre las penas previstas para ambos delitos. 
 
 
Amparo directo en revisión 7006/2019. 18 de noviembre de 2020. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien manifestó estar 
con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones, Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar. 



 
 

 
 

 

 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de doce de mayo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a doce de 
mayo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXIII/2021 (10a.) 
 
 
CONCURSO DE DELITOS. LA PRETENSIÓN PUNITIVA DEL ESTADO 
PARA PERSEGUIRLOS SE SINTETIZA EN LA ACCIÓN PENAL 
HOMOLOGADA QUE PERMITE IMPONER UNA PENA ÚNICA TOTAL, 
CUYA PRESCRIPCIÓN EQUIVALE A UN PLAZO ÚNICO, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 108 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL. 
 
HECHOS: El defensor de un inculpado solicitó la prescripción de la acción 
penal de los delitos atribuidos a su patrocinado; la autoridad judicial 
determinó no acordar favorablemente la petición al estar en presencia de 
un concurso de delitos; el Tribunal Colegiado de Circuito que conoció del 
recurso de revisión remitió los autos a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al estimar que se trataba de un asunto en el que subsistía la 
materia de impugnación de una ley federal, en específico del artículo 108 
del Código Penal Federal, en relación con la constitucionalidad del plazo 
de prescripción regulado para los concursos de delitos. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación establece que la pretensión punitiva del Estado sobre la 
comisión concursal de delitos de conformidad con el Código Penal Federal 
se sintetiza en una acción penal homologada que permite imponer una 
pena única total ante su verificación; de ahí que esta acción penal 
homologada debe tener un plazo único de prescripción equivalente al 
plazo correspondiente al delito que merezca la pena mayor del concurso 
de delitos, pues permite que se pueda ejercer por la totalidad del tiempo 
en que son punibles los delitos que integran el concurso. 
 
JUSTIFICACIÓN: Se arriba a esta conclusión, pues de conformidad con el 
artículo 64 del Código Penal Federal, existen dos normas jurídicas que 
prevén a los concursos de delitos reales e ideales, respectivamente como 
hipótesis normativas, y como soluciones calificadas deónticamente una 
pena única total correspondiente al tipo de concurso; pena única que se 
construye a partir de las penas de los delitos del concurso, y que al 
finalizar su construcción es independiente de éstas, pues únicamente las 
empleó como variables para construirse. Así, para que las referidas penas 
puedan ser aplicadas, el Estado debe poder ejercer su pretensión punitiva 
sobre la comisión concursal de delitos. Por lo tanto, esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación considera que la pretensión punitiva prevista a 
través de los lineamientos regulados en el artículo 64 del Código Penal 
Federal, se ejerce a través de una acción penal homologada, la cual es la 
suma de conductas ilícitas cuya estructura es tan homogénea que permite 
conceptualizarse como una unidad. Una parte elemental de esta figura es 
la pretensión punitiva del Estado que puede ejercer contra una persona 
que probablemente intervino en la comisión concursal de delitos, con la 
finalidad de que se aplique la pena única a pesar de la concurrencia de 
acciones. Ahora bien, la prescripción de la acción penal homologada debe 
tener un plazo único, pues aquello sobre lo que se acciona es una unidad, 
que si bien se construye y demuestra a partir de los delitos que lo 
configuran, al final existe como una figura que crea una unidad. Asimismo, 
el plazo de prescripción para el concurso de delitos equivale a aquel 
contemplado en el artículo 108 del Código Penal Federal al delito que 
merezca mayor pena, ya que permite que la acción homologada se pueda 
ejercer y, por lo tanto, que la pena única correspondiente a la actualización 



 
 

 
 

 

de un conjunto concursal se pueda aplicar. Lo anterior es así, toda vez 
que para que en el ordenamiento jurídico se pueda imponer la pena única 
correspondiente, el proceso penal debe poder seguirse por el conjunto de 
delitos vistos como una unidad autónoma, y por el tiempo en que la 
totalidad de los delitos pueden llegar a formar parte de esa unidad, el cual 
corresponde al límite máximo de prescripción del delito que merezca pena 
mayor. Si se disgrega la prescripción de los concursos de delitos en la 
prescripción de cada uno de sus integrantes, la acción penal homologada 
que lleva a la implementación de la pena única se podría ejercer 
únicamente hasta la vigencia del delito de pena menor, lo cual generaría 
una vigencia fraccionada, lo que es incongruente con la naturaleza del ius 
puniendi del Estado para perseguir los tipos penales regulados. 
 
 
Amparo en revisión 1042/2019. Zhenli Ye Gon. 12 de agosto de 2020. 
Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita 
Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena quien formuló voto particular. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel 
Baráibar Tovar. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veintiséis de mayo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veintiséis de mayo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXIV/2021 (10a.) 
 
 
ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO SIN 
INTERVENCIÓN JUDICIAL PREVIA. LA CONTROVERSIA JUDICIAL 
PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 52 Y 117, FRACCIÓN III, DE LA LEY 
NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, ES EL MEDIO DE DEFENSA 
IDÓNEO PARA IMPUGNARLA, AUN CUANDO EL AFECTADO NO 
TENGA UNA RESOLUCIÓN TANGIBLE QUE RECURRIR Y, POR 
TANTO, DEBE AGOTARLO ANTES DE PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO, EN ATENCIÓN AL PRINCIPIO DE 
DEFINITIVIDAD. 
 
HECHOS: Una persona privada de la libertad en un centro penitenciario, 
promovió juicio de amparo indirecto con el argumento de que la autoridad 
administrativa le había notificado verbalmente una orden para trasladarlo 
del centro en que se encontraba interna a uno diverso. La demanda se 
desechó de plano, al considerar que se actualizaba la causa de 
improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XX, de la Ley de 
Amparo, porque la parte quejosa no agotó el medio de defensa regulado 
en la Ley Nacional de Ejecución Penal, antes de promover el juicio 
constitucional. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, considera que la controversia judicial, regulada en los 
artículos 52 y 117, fracción III, de la Ley Nacional de Ejecución Penal, es 
el medio de defensa idóneo para combatir la orden de traslado que se 
emite sin autorización judicial previa, aun cuando el afectado alegue que 
sólo se le notificó verbalmente ese acto y no tenga una resolución tangible 
que recurrir, porque ese recurso tiene potencial para confirmar, modificar o 
revocar la determinación de traslado, sin rebasar los requisitos que la Ley 
de Amparo prevé en el artículo 61, fracción XX, y por ello, debe agotarse 
previamente a la promoción del juicio de amparo indirecto. 
 
JUSTIFICACIÓN: El artículo 52, de la Ley Nacional de Ejecución Penal, 
establece que la autoridad penitenciaria tiene facultad para ordenar y 
ejecutar el traslado de un centro penitenciario a otro, sin autorización 
judicial previa, en los supuestos de urgencia y excepción que señala el 
primero de los preceptos citados, esto es, tratándose de delincuencia 
organizada y medidas especiales de seguridad; riesgo objetivo para la 
integridad y la salud de la persona privada de su libertad; y, cuando se 
ponga en riesgo la seguridad o gobernabilidad del centro penitenciario, ya 
que en esos supuestos se autoriza a la autoridad administrativa para que 
el control judicial se realice dentro de las veinticuatro horas siguientes a la 
ejecución del traslado. En ese contexto, dado que el control judicial se 
reserva para un momento posterior a que es ejecutado el traslado, es 
válido considerar que, sin perjuicio de las hipótesis enunciadas, cuando se 
presenten casos en que la persona privada de la libertad reclame una 
orden de traslado que no se materializó, ni se tenga certeza de la 
calificación que sobre su legalidad emite la autoridad jurisdiccional, como 
sucede cuando se alega que la autoridad administrativa sólo comunicó de 
forma verbal esa medida, lo procedente será que el afectado promueva la 
controversia judicial a que se refiere el precepto 52 en cita, ya que de 
conformidad con el artículo 117, fracción III y último párrafo, de la ley 
mencionada, la persona privada de la libertad puede intentar el aludido 



 
 

 
 

 

medio de defensa y hacer valer cualquier cuestión relacionada con la 
afectación a sus derechos en materia de traslado, en el momento de la 
notificación de ese acto, dentro de los diez días siguientes a la misma, o 
dentro de los diez días siguientes a su ejecución, cuando no hubiera sido 
notificado previamente. Asimismo, de los artículos 122 y 124, de la propia 
ley en cita, se destaca que el afectado puede solicitar la suspensión de la 
orden del traslado mediante petición simple en el escrito inicial de la 
controversia judicial y la autoridad judicial podrá, si lo considera pertinente, 
conceder la medida cautelar de manera inmediata hasta en tanto se 
resuelve en definitiva, o incluso, pronunciarse de oficio, con lo cual evitará 
que la controversia quede sin materia. De igual forma, se entiende que la 
referida orden de traslado sin autorización judicial previa no carece de 
fundamentación, ni se traduce en  una violación directa a la Constitución 
General, porque las hipótesis en que puede ejecutarse están previstas en 
la citada ley especial, y se trata de un acto que emite una autoridad 
competente dentro del correspondiente procedimiento. Lo que lleva a 
concluir que la controversia judicial es un medio de defensa idóneo para 
impugnar y suspender los efectos de la orden de traslado urgente o 
excepcional cuando no se cuenta con la resolución en la que la autoridad 
judicial califique la legalidad del acto, ya que no rebasa las previsiones del 
artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo, sin soslayar que la Ley 
Nacional de Ejecución Penal, en el artículo 132, fracción VII, prevé la 
procedencia del recurso de apelación en caso de inconformidad con la 
resolución que decida la controversia judicial, por lo que, el afectado tiene 
la obligación de agotar los referidos medios de defensa previamente a 
acudir a la instancia constitucional. 
 
Queja 36/2020. Óscar Bonito Flores u Óscar Flores Iglesias. 13 de enero 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor 
Vargas Becerra. 
 
Queja 46/2020. Carlos Alberto Angelino Barrón y otro. 13 de enero de 
2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra 
Valois Salazar. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veintiséis de mayo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veintiséis de mayo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXV/2021 (10a.) 
 
 
MULTAS DERIVADAS DE UN PROCESO PENAL. SU APLICACIÓN EN 
BENEFICIO DE UN FONDO DE APOYO A LA ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA, COMO LO DISPONE EL ARTÍCULO 38 DEL CÓDIGO 
PENAL PARA EL ESTADO DE DURANGO, NO VIOLENTA EL 
ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL 
 
HECHOS: Se impuso al quejoso una multa como sanción penal, y se 
estableció que se aplicaría en beneficio del Fondo Auxiliar para la 
Administración de Justicia del Tribunal Superior de Justicia de Durango, lo 
que el quejoso señalaba violatorio del artículo 17 constitucional que señala 
que el servicio de administración de justicia es gratuito y que está 
prohibido el cobro de costas judiciales. 
 
CRITERIO JURÍDICO: Si una norma establece que el pago de la multa 
impuesta como sanción en un proceso penal sea destinada a un fondo de 
apoyo a la administración de justicia, no puede considerarse como pago 
de costas judiciales, pues la imposición de la multa constituye una 
consecuencia legal por la comisión de un delito y no una contraprestación 
a la actividad jurisdiccional, por lo que no violenta el contenido del artículo 
17 constitucional. 
 
JUSTIFICACIÓN: El artículo 17 de la Constitución federal señala que la 
administración de justicia es gratuita y está prohibido el cobro de costas 
judiciales. Al respecto, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido que dicha prohibición debe entenderse para evitar 
que el gobernado pague una determinada cantidad de dinero por la 
actividad que realiza el órgano jurisdiccional, tal y como quedó plasmado 
en la jurisprudencia P./J. 72/99, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación con rubro “COSTAS JUDICIALES. ALCANCE DE SU 
PROHIBICIÓN CONSTITUCIONAL”. En ese sentido, la multa impuesta en 
un proceso penal con el carácter de sanción, deriva de la trasgresión a las 
leyes penales y de la obligación del Estado de actuar en consecuencia e 
imponer penas, pero no constituye una contraprestación por el servicio de 
administración de justicia. Siendo así, su pago no puede considerarse 
como una costa judicial, con independencia del destino que se les dé a 
tales recursos, por más que se destinen a gastos de los órganos 
jurisdiccionales pues, como lo estipula el artículo 38 del Código Penal para 
el Estado de Durango, las multas serán consignadas al Fondo Auxiliar 
para la Administración de Justicia. 
 
 
Amparo directo en revisión 540/2019. Felipe Ramírez Valles. 27 de 
mayo de 2020. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien está con el sentido, pero con salvedad en las 
consideraciones, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Juan Luís González Alcántara Carrancá, quien formuló 
voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Raúl 
Mendiola Pizaña y Santiago Mesta Orendain. 
 
Nota: La citada tesis P./J. 72/99, de título y subtítulo: “COSTAS 
JUDICIALES. ALCANCE DE SU PROHIBICIÓN CONSTITUCIONAL”., se 



 
 

 
 

 

publicó en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo X, agosto de 1999, página 19, con número de registro digital 
193559. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veintiséis de mayo de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veintiséis de mayo de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXVI/2021 (10a.) 
 
 
 
MEDIOS DE COMUNICACIÓN A FAVOR DE LOS PUEBLOS Y 
COMUNIDADES INDÍGENAS. LA CONSTITUCIÓN GENERAL 
CONSAGRA UN DERECHO DE TRATAMIENTO DIFERENCIADO 
SOBRE SU OPERACIÓN. 
 
HECHOS: Una asociación civil titular de una concesión de uso social 
indígena promovió juicio de amparo en contra de un artículo que le 
obligaba a pagar derechos por el uso del espectro radioeléctrico de la 
misma manera que los titulares del resto de categorías de concesiones. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Constitución General individualiza a los pueblos 
y comunidades indígenas como sujetos diferenciados para establecerlos 
como beneficiarios de un tipo especial de concesión y de medidas para 
remediar la discriminación que han sufrido, tanto en las condiciones de 
adquisición como de operación de las concesiones sobre el espectro 
radioeléctrico, por tanto, es inconstitucional que la ley someta a estos 
grupos a reglas que no reconozcan su diferencia. 
 
JUSTIFICACIÓN: El artículo 2o, apartado B, fracción VI, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece un mandato 
legislativo en materia de telecomunicaciones, consistente en diseñar las 
condiciones para que los pueblos y las comunidades indígenas puedan 
adquirir, operar y administrar medios de comunicación, lo que se 
correlaciona con lo previsto en el artículo 30 del Convenio 169 sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), interpretados sistemática y 
armónicamente a la luz de los diversos 8, punto 1 y 16 de la Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 
Este derecho constitucional ancla sus raíces en el reconocimiento del 
valor del multiculturalismo y constitucionaliza la obligación de diseñar una 
política de la diferencia, para reconciliar el valor universal de los derechos 
humanos con la composición pluricultural de la sociedad mexicana. Así, el 
legislador está obligado a reglamentar instrumentos para que las minorías 
defiendan su identidad y reclamen reconocimiento. Sin medidas 
remediales para la adquisición y operación de concesiones, los pueblos y 
comunidades indígenas no tendrían asegurado un espacio para debatir su 
relación con las otras identidades y sobre el contenido y alcance de lo que 
significa adscribirse a una identidad indígena. Por tanto, mediante la 
consagración de derechos específicos en materia de acceso y operación 
de medios de comunicación, la Constitución otorga a los pueblos y 
comunidades indígenas espacios para entablar diálogos culturales, no 
sólo que les permitan evitar la asimilación cultural y, por tanto, evitar la 
indeseable homologación, sino también para debatir internamente el 
contenido de sus procesos de representación. 
 
 
Amparo en revisión 603/2019. Telecomunicaciones Indígenas 
Comunitarias, A.C. 13 de enero de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido por 
consideraciones distintas, formulará votó concurrente y por lo tanto se 
separa de las consideraciones contenidas en la presente tesis, Ana 



 
 

 
 

 

Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente en el que se separa de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: David García Sarubbi. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veintitrés de junio de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veintitrés de junio de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

 
TESIS AISLADA XXVII/2021 (10a.) 

 
 
 
DERECHOS POR EL USO DEL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO 
RESPECTO DE LAS CONCESIONES SOCIALES INDÍGENAS. LOS 
ARTÍCULOS 239, PRIMER PÁRRAFO, Y 244-B DE LA LEY FEDERAL 
DE DERECHOS, VIGENTE EN 2016, QUE PREVÉN SU COBRO, NO 
RESPETAN EL DERECHO CONSTITUCIONAL DE ACCESO A 
CONDICIONES REMEDIALES EN LA OPERACIÓN DE LOS MEDIOS 
DE COMUNICACIÓN A FAVOR DE ESOS PUEBLOS Y 
COMUNIDADES. 
 
HECHOS: Una asociación civil titular de una concesión de uso social 
indígena promovió juicio de amparo en contra de un artículo que le 
obligaba a pagar derechos por el uso del espectro radioeléctrico de la 
misma manera que los titulares del resto de categorías de concesiones. 
 
CRITERIO JURÍDICO: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que los artículos 239, primer párrafo, y 244-B de la 
Ley Federal de Derechos, vigente en 2016, violan el artículo 2o, apartado 
B, fracción VI, de la Constitución General y de distintas normas 
convencionales, al imponer una idéntica obligación de pago de derechos a 
todos los concesionarios por el uso del espectro radioeléctrico, sin 
introducir trato diferenciado alguno a favor de las concesiones sociales 
indígenas. 
 
JUSTIFICACIÓN: El primer párrafo del artículo 239 de la Ley Federal de 
Derechos establece la obligación de pago de derechos por el uso del 
espectro radioeléctrico, y el artículo 244-B de la misma legislación 
especifica las condiciones de pago de dichos derechos, previendo la cuota 
por cada región en la que operen y por cada kilohertz concesionado o 
permisionado. Así, dichas normas consagran una regla de aplicación 
general, la cual es neutra en relación con la calidad de los sujetos 
obligados a su pago. Los preceptos legales son inconstitucionales, ya que 
sujetan a las concesiones sociales de uso indígena a la misma obligación 
de pago de derechos por el uso del espectro radioeléctrico que las demás 
concesiones, lo que supone que el legislador no introdujo, como lo ordena 
la Constitución, un tratamiento diferenciado en su favor. 
 
 
Amparo en revisión 603/2019. Telecomunicaciones Indígenas 
Comunitarias, A.C. 13 de enero de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido por 
consideraciones distintas, formulará votó concurrente y por lo tanto se 
separa de las consideraciones contenidas en la presente tesis, Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente en el que se separa de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: David García Sarubbi. 
 
 



 
 

 
 

 

LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de veintitrés de junio de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a 
veintitrés de junio de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 

 

TESIS AISLADA XXVIII/2021 (10a.) 
 
 
 
VIOLENCIA ECONÓMICA CONTRA LA MUJER. SU ACTUALIZACIÓN 
EN EL RÉGIMEN DE SOCIEDAD CONYUGAL. 
 
HECHOS: En un matrimonio contraído bajo el régimen de sociedad 
conyugal, el cónyuge varón, de manera injustificada, incumplió con sus 
deberes de aportar tanto económicamente, como en las labores del hogar, 
en detrimento del haber común. Por el referido incumplimiento, la esposa 
canalizó gran parte de sus ingresos para evitar la pérdida o deterioro del 
haber común derivado de la sociedad conyugal e incluso, dejó de aportar 
para incrementarlo, por cubrir los gastos derivados del desentendimiento 
de aquél a sus deberes de solidaridad en las labores del hogar. 
 
CRITERIO JURÍDICO: Se configura un tipo de violencia económica contra 
la mujer, al asumir el cónyuge varón una posición de mando sobre ella. 
 
JUSTIFICACIÓN: Comete violencia económica el cónyuge varón que, de 
manera injustificada, se desentiende de sus obligaciones de aportar 
económicamente e, incluso, de realizar las labores domésticas o del 
cuidado de las personas dependientes, pues falta a los principios y 
finalidades del matrimonio y de la sociedad conyugal, y deja a la mujer 
afrontar sola los gastos necesarios para la preservación o, incluso, para el 
incremento del haber común derivado de dicha sociedad. 
 
 
Amparo directo en revisión 7134/2018. 21 de agosto de 2019. Mayoría 
de tres votos de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, y los Ministros 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente, y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Disidente: 
Luis María Aguilar Morales. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel 
Argüelles. 
 
 
LICENCIADO RAÚL MENDIOLA PIZAÑA, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, en términos de lo dispuesto en el artículo 
78, fracción XXVIII, del Reglamento Interior de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la 
anterior tesis aislada, fueron aprobados en sesión privada a distancia 
de siete de julio de dos mil veintiuno. Ciudad de México, a siete de 
julio de dos mil veintiuno. Doy fe. 
 
 

 
 
PMP/lgm. 


